Expte. Nº 43128 CRESPI JUAN CARLOS C/ MOTTA FABIO OSCAR S/ Desalojo

Nº de Orden: 65.-
Libro de Sentencias Nº 50

/NIN, a los 14 días del mes de Abril del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores PATRICIO GUSTAVO ROSAS, JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, en causa Nº 43128 caratulada: "CRESPI JUAN CARLOS C/ MOTTA FABIO OSCAR S/ Desalojo", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Castro Durán, Guardiola y Rosas.-

La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

1a.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

2a.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán:
A fs. 91/94vta. el Sr. Juez a cargo del Juzgado de Paz Letrado de Chacabuco dicta sentencia, por la que hace lugar a la demanda promovida por Juan Carlos Crespi contra Fabio Oscar Motta, condenando a este último y/o subinquilinos u ocupantes, al desalojo del inmueble sito en avenida Elguea Román y Dean Funes de la ciudad de Chacabuco, dentro de los diez días de notificado, bajo apercibimiento de desahucio por la fuerza pública. Impone al demandado las costas y una multa de pesos doscientos noventa ($ 290) por temeridad y malicia, y finalmente, regula los honorarios de los letrados intervinientes.

De tal modo, el sentenciante accede a la pretensión del actor encaminada a la restitución del inmueble ocupado por el accionado, fundada en el vencimiento del plazo locativo establecido en el contrato celebrado entre ambos.

Para adoptar esa decisión, el sentenciante sostiene que el demandado no opuso ninguna excepción en términos concretos, sino que se limitó a manifestar que habita un inmueble ubicado en avenida Elguea Román y Dean Funes, que es distinto al mencionado en el contrato agregado por el accionante, donde se hace referencia a Elguea Román y Matheu, pero sin aclarar si es propietario del bien que ocupa ni aportar elemento probatorio alguno. Agrega que Motta guardó silencio ante las sucesivas intimaciones cursadas en el inmueble que habita y que si bien desconoció el convenio de desocupación referido al mismo, no ofreció ninguna prueba para demostrar que no es auténtica la firma que en dicho instrumento se le atribuye.

Sigue diciendo el Dr. Luna que es evidente que existió un error tipográfico en la confección del contrato de locación, puesto que en el convenio de desocupación posterior se alude en forma correcta al inmueble a desalojar.

Por ello, teniendo por acreditada la existencia de la locación y por vencido el plazo de vigencia de la misma, hace lugar al desalojo requerido.

Contra este pronunciamiento, el demandado interpone apelación a fs. 97. Concedido libremente dicho recurso, presenta la expresión de agravios a fs. 100/106vta., donde argumenta que el actor presentó un contrato de locación referido a un inmueble y pretende hacerlo valer para el desalojo de otro inmueble, que es el que actualmente ocupa.

Niega la recepción de las cartas documento acompañadas con la demanda y sostiene que pesaba sobre el accionante la carga de la prueba de la autenticidad de las firmas obrantes en el convenio de desocupación.

También dice Motta que no está probado que el contrato acompañado, al que no desconoce, tenga un error tipográfico, sino que se refiere a otro inmueble distinto al que actualmente habita, no correspondiendo exigirle a su parte la demostración de la calidad en que lo hace, sino a la contraria la prueba de los derechos invocados sobre el bien.

Concluye en que debe revocarse la sentencia, a la que califica de arbitraria y absurda, dejándose sin efecto la sanción que le fuera impuesta.

Corrido traslado de la reseñada expresión de agravios, no lo contesta la parte actora, disponiéndose a fs. 119 el llamamiento de autos para sentencia, cuya firmeza deja a las presentes actuaciones en condiciones de resolver.

En tal tarea, adelanto que, a pesar del esfuerzo argumentativo desplegado por el apelante, su recurso no puede prosperar.

Comienzo por señalar que coincido con el "a quo" en que la diferencia existente entre la ubicación del inmueble individualizado en el contrato de locación acompañado por el actor (Elguea Román y Matheu) y la del inmueble cuyo desahucio se pretende (Elguea Román y Dean Funes), obedece a un error material en la confección del instrumento donde se formalizó el aludido negocio jurídico.

Llego a esta conclusión, valorando que el demandado reconoció el contrato de locación en que el accionante basa su pretensión, lo que deja a las claras que el 13 de junio de 2003 fue entablada entre ambos una relación locativa, en virtud de la cual el primero recibió el uso y goce de un inmueble compuesto por dos locales, destinado a la explotación de un restaurante (ver fs. 82, cláusulas 1ª y 2ª).

Por otro lado, el 3 de mayo de 2007, al diligenciar la cédula de notificación del traslado de la demanda en el inmueble sito en avenida Elguea Román y Dean Funes, la oficial notificadora dejó constancia de que el accionado ocupa dos locales, "uno como pizzería y otro como vivienda...lo hacen en carácter de inquilinos desde hace 4 años" (ver fs. 21/vta.). 

Es decir, existen marcadas similitudes entre las características del inmueble mencionado en el contrato de locación y las del bien a desalojar, y también coincide la fecha de inicio de la relación locativa pactada en el contrato con la del comienzo de la ocupación detentada a título de inquilino por el demandado.

Asimismo, surge de las constancias de autos que las calles Matheu y Dean Funes son paralelas y contiguas (ver plano de fs. 70).

Además, Juan Carlos Crespi acompañó un convenio de desocupación referido al inmueble cuyo desalojo reclama, celebrado con Fabio Oscar Motta, en el que se deja constancia de que este último se comprometía a restituir dicho bien en fecha 28-2-2007 (ver fs. 83/84), sin que ninguna de las partes haya ofrecido la prueba pericial caligráfica para dilucidar la autenticidad de la firma negada por el demandado.

Ante este contexto fáctico, el accionado sólo se escudó cómodamente en la diferencia de calles, pero no intentó siquiera explicar a que título ocupa el inmueble objeto de litis, ni tampoco hace ninguna referencia a que pasó con ese supuesto "otro" inmueble aludido en el contrato de locación cuya celebración no desconoció.

Sólo aportó como prueba un irrelevante informe elaborado por la Municipalidad de Chacabuco, del que surge que la calle Dean Funes nunca se denominó Matheu (ver fs. 71). 

Analizando esta conducta procesal del demandado, la cual, por reticente, puede reputarse como contraria al deber de colaboración de las partes para el arribo a la verdad real, y valorándola como un elemento convictivo complementario del material probatorio existente, equiparable a un indicio, entiendo que de ella emerge una presunción contraria a la posición de aquel (art. 376 C.P.C., conf. Gabriel H. Cuadri, "La prueba en el proceso civil y comercial de la Provincia de Buenos Aires", págs. 367/370).

Este criterio valorativo fue adoptado por la Suprema Corte de Justicia bonaerense, cuando estableció que "...el juez de acuerdo a las particularidades del caso y a la conducta obrada por las partes, reparará en la quiebra del deber de cooperación, haciéndolo jugar contra el infractor al representar un módulo de utilización razonablemente adecuado para arribar a la acreditación de las afirmaciones controvertidas. Expresándolo con palabras del art. 163 inc. 5º, apartado 2 del Código Procesal de la Nación, esa falta de cooperación activa, entre otras matizaciones, traduce la conducta observada por las partes durante la sustanciación del proceso y podrá constituir un elemento de convicción corroborante de las pruebas, inclusive los indicios y las presunciones...Si bien el código procesal provincial no contiene igual previsión ella constituye un principio general de derecho (art. 1198 del Código Civil)" (ver Acuerdo 82684, sent. del 31-3-2004).

Entonces, aquella valoración arroja como resultado, el anticipado: la diferencia entre las calles se debe a un error material en la redacción del instrumento donde se formalizó el contrato de locación invocado en autos, el cual en consecuencia está referido al inmueble cuyo desahucio persigue el accionante.

Por lo tanto, estando vencido el plazo de vigencia de la locación (ver fs. 82, cláusula 2ª), corresponde acceder al desalojo solicitado, manteniendo la sanción por temeridad y malicia impuesta al demandado, cuya solicitud de levantamiento estuvo exclusivamente fundada en la improcedencia de la demanda.

Por todo lo expuesto, propongo al acuerdo: Desestimar la apelación en tratamiento, y en consecuencia, confirmar la sentencia impugnada (arts. 376, 384 y 676 C.P.C.), con costas de Alzada al apelante (art. 68 C.P.C.).

ASI LO VOTO.

Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr.Castro Durán , dijo:
Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

I)- Desestimar el recurso de apelación deducido a fs. 97, y en consecuencia, confirmar la sentencia de fs. 91/94vta. (arts. 376, 384 y 676 C.P.C.).

II)- Las costas Alzada se imponen a los apelantes (art. 68 C.P.C.), regulándose los honorarios del Dr. César N. Franze en la suma de pesos doscientos sesenta ($ 260), con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716 (art. 31 Ley 8904).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

Con lo que se dió por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURÁN. JUAN JOSE GUARDIOLA Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs. s), 14 de Abril de 2.009.-

AUTOS Y VISTO:
Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
I)- Desestimar el recurso de apelación deducido a fs. 97, y en consecuencia, confirmar la sentencia de fs. 91/94vta. (arts. 376, 384 y 676 C.P.C.).

II)- Las costas Alzada se imponen a los apelantes (art. 68 C.P.C.), regulándose los honorarios del Dr. César N. Franze en la suma de pesos doscientos sesenta ($ 260), con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716 (art. 31 Ley 8904).

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURÁN. JUAN JOSE GUARDIOLA Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
